
 

LA AUTONOMÍA DE LOS ENTES MUNICIPALES EN 

RELACIÓN CON EL PRINCIPIO DE DESCENTRALIZACIÓN 

EN LA CONSTITUCIÓN DE 1991: UNA MIRADA A LA LUZ DE 

LA JURISPRUDENCIA DE LA CORTE CONSTITUCIONAL.1 

 
THE AUTONOMY OF MUNICIPAL ENTITIES IN RELATION TO THE PRINCIPLE OF 

DECENTRALIZATION IN THE 1991 CONSTITUTION: A LOOK IN THE LIGHT OF THE 

JURISPRUDENCE OF THE CONSTITUTIONAL COURT 

 

Ana Nancy Montes Pabón2 

 

RESUMEN 

 

La autonomía de los entes municipales es un pilar fundamental en el modelo de descentralización 

administrativa establecido en la Constitución de 1991. Sin embargo, en la práctica, diversos 

factores limitan su aplicación efectiva, incluyendo la intervención del gobierno central, la falta de 

recursos financieros y la ambigüedad en la regulación normativa. Este artículo analiza la relación 

entre la autonomía municipal y el principio de descentralización, tomando como referencia la 

jurisprudencia de la Corte Constitucional. A partir de un enfoque jurídico-descriptivo y analítico, 

se examinan los principales desafíos que enfrentan los entes territoriales en el ejercicio de su 

autonomía y se proponen estrategias para fortalecer su capacidad de gestión en el marco de la 

descentralización administrativa. 

 

Palabras claves: Autonomía municipal, descentralización, entidades territoriales, Corte 

Constitucional, derecho administrativo. 

ABSTRACT 

 

The autonomy of municipal entities is a fundamental pillar in the model of administrative 

decentralization established in the 1991 Constitution. However, in practice, a number of factors 

limit its effective implementation, including central government intervention, lack of financial 

resources, and ambiguity in regulatory regulation. This article analyzes the relationship between 

municipal autonomy and the principle of decentralization, taking as a reference the jurisprudence 

of the Constitutional Court. From a legal-descriptive and analytical approach, the main challenges 

faced by territorial entities in the exercise of their autonomy are examined and strategies are 

proposed to strengthen their management capacity within the framework of administrative 

decentralization. 

 

Keywords: Municipal autonomy, decentralization, territorial entities, Constitutional Court, 

administrative law. 
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INTRODUCCIÓN  

 

 

La descentralización administrativa, un principio ampliamente reconocido en numerosos sistemas 

legales a nivel mundial, emerge como un elemento crucial para fomentar la implicación de la 

ciudadanía en la gestión pública, especialmente en la toma de decisiones, con el fin de mejorar la 

prestación de servicios públicos. Dentro de este contexto, la autonomía de las entidades 

municipales se presenta como un factor fundamental, otorgando a las autoridades locales la 

capacidad de tomar decisiones independientes y abordar asuntos relevantes dentro de sus 

respectivas áreas de competencia (Escobar Moncada, 1999). 

 

No obstante, pese a la innegable importancia de esta autonomía municipal, la realidad nos 

muestra una serie de retos y desafíos que obstaculizan la plena realización de este principio en la 

práctica. Estos desafíos son variados y abarcan cuestiones complejas que limitan el potencial de 

los entes municipales para ejercer su autonomía sin limitaciones, es decir, más efectivamente. 

Algunos de los desafíos más prominentes incluyen la interferencia constante y, en ocasiones, 

indebida del gobierno central en los asuntos municipales, la insuficiencia crónica de recursos 

financieros y de personal en las entidades municipales, y la ambigüedad y falta de claridad en la 

regulación que rige la relación entre los entes municipales y el gobierno central (Francois Jolly, 

2005). 

 

En este sentido, la presente investigación analiza el vínculo existente entre la autonomía de 

los entes municipales y el principio de descentralización administrativa, buscando esclarecer cómo 

se concibe y, en última instancia, se aplica la autonomía de los entes municipales en el sistema 

jurídico colombiano y cuál es el impacto tangible de esta autonomía en el manejo de las 

problemáticas y prioridades de dichos entes. Para lograrlo, el estudio se sumerge en cuestiones 

clave, como la definición precisa, el alcance de la autonomía municipal, así como los mecanismos 

legales utilizados para la vigilancia y control de las labores de los entes municipales por parte del 

gobierno central. Además, se abordan las complejas implicaciones prácticas que derivan de la 

carencia de recursos adecuados y de la regulación que en ocasiones se torna ambigua y confusa. 

Para llevar a cabo este análisis, la investigación adoptó un enfoque jurídico con componentes 

descriptivos, analíticos e inductivos. En una primera etapa, se efectuó un estudio conceptual de los 

principios constitucionales y normativos que sustentan la autonomía municipal. En la segunda 

etapa, se examinó detalladamente la evolución histórica y el marco legal de la descentralización 

administrativa. Finalmente, en la tercera etapa, se analizaron las interacciones prácticas entre 

autonomía y descentralización mediante casos jurisprudenciales y documentación normativa. Este 

enfoque permitió generalizar conclusiones sólidas a partir de datos concretos y ofrecer 

recomendaciones de política pública robustas para fortalecer la gestión municipal. Con este 

planteamiento metodológico, el estudio queda preparado para adentrarse en los principales 

obstáculos que limitan la autonomía municipal 

 

Con este análisis multidimensional, se pretende identificar obstáculos y soluciones que 

pueden contribuir a la independencia de las administraciones municipales bajo los parámetros de 
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la descentralización administrativa. Se espera que este trabajo ofrezca un valioso aporte al 

entendimiento de la descentralización administrativa como principio y genere recomendaciones 

de política pública que incidan positivamente la realización de los fines estatales, así como en el 

empoderamiento de esta a nivel local para materializar un eficiente manejo finanzas que 

conciernen a los entes territoriales, que termine en la provisión adecuada de soluciones a las 

problemáticas municipales. En última instancia, este estudio aspira a enriquecer la teoría y la 

práctica jurídica relacionada con la gestión en los entes municipales bajo la premisa de la 

descentralización administrativa como de la óptica de la autonomía de los entes municipales. 

 

Este análisis ahonda en el abordaje conceptual y práctico de los complejos desafíos de los 

entes municipales y las autoridades buscando ejercer su autonomía efectiva, a la luz de las 

realidades cambiantes y las dinámicas políticas y socioeconómicas en constante evolución.  

 

La interferencia del gobierno central en los asuntos municipales representa un obstáculo 

significativo para la autonomía de los entes municipales. Esta interferencia puede manifestarse en 

la imposición de políticas, normativas o decisiones que limitan la capacidad de las autoridades 

municipales para tomar decisiones que respondan a las necesidades y preferencias específicas de 

su comunidad. Además, la interferencia puede debilitar a los gobiernos municipales, desde la 

responsabilidad que dejan de asumir y, además, desde la rendición de cuentas que pasaría a ser 

carga del gobierno central, por lo que se hace menos claro para la respectiva veeduría de quienes 

son los principales implicados en las decisiones municipales, lo que socava la relación directa entre 

ciudadanos y representantes municipales (Francois Jolly, 2005). 

 

Por otro lado, el tema económico también es una limitante que se presenta como problema 

recurrente. Sin los recursos adecuados, los entes municipales pueden encontrarse en una posición 

precaria para desarrollar sus propios planes de gestión, lo que limita su capacidad para brindar 

servicios públicos de calidad y atender las necesidades de la población local (Francois Jolly, 2005). 

 

La ambigüedad en la regulación que rige la correspondencia entre el gobierno y las entidades 

del nivel territorial crea un entorno propicio para la incertidumbre y la disputa. El vacío que puede 

existir en la interpretación de roles y la exigencia de responsabilidades puede dar lugar a conflictos 

y desafíos legales que afectan negativamente la autonomía de los entes municipales. 

 

Dentro del contexto mencionado anteriormente, este estudio se dedica a examinar tales 

interrogantes y obstáculos desde un enfoque multidisciplinario, con el propósito de encontrar 

soluciones prácticas y acciones estatales que puedan fortalecer la autonomía de los municipios y 

garantizar la efectiva implementación del principio de descentralización administrativa. 

 

Al analizar la autonomía de los entes municipales y como guardan relación con la 

descentralización en el derecho administrativo, esta investigación se propone contribuir al 

desarrollo del conocimiento y a formular recomendaciones dirigidas a políticas públicas que 

puedan influir positivamente en la gobernanza municipal, reforzando así la competencia de los 

gobernantes para servir de manera efectiva a sus comunidades y para promover una toma de 

decisiones democrática donde se inmiscuya la ciudadanía. 

 

Planteamiento del problema 
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¿Cómo se relaciona la autonomía de los entes municipales con el principio de 

descentralización en la Constitución de 1991 desde la perspectiva de la jurisprudencia de la Corte 

Constitucional? 

 

Metodología 

 

La investigación adoptó un enfoque jurídico que combinó componentes descriptivos y analíticos. 

En su fase descriptiva, detalló los principios fundamentales de la Constitución pertinentes al tema 

en estudio. Posteriormente, mediante un análisis exhaustivo, examinó las implicaciones de estos 

principios en relación con la autonomía de los entes municipales. Este análisis se fundamentó en 

el método inductivo, el cual permitió generalizar conclusiones a partir de casos y datos concretos, 

proporcionando un marco sólido para comprender y abordar la temática desde una perspectiva 

legal.   

 

Desde la visión de Tantaleán Odar (2016), la investigación se consideró jurídica, ya que 

estudió las estructuras del derecho objetivo, es decir, la norma jurídica y el ordenamiento 

normativo, tomando como base las fuentes formales del derecho. En este contexto, la investigación 

abarcó el terreno del derecho constitucional y administrativo, explorando la correlación entre la 

autonomía de los entes municipales y la descentralización dentro del ordenamiento jurídico 

colombiano.   

 

Para lograr una comprensión profunda de la relación entre la autonomía de los entes 

municipales y el principio de descentralización en el derecho administrativo colombiano, se 

empleó un enfoque descriptivo. Este enfoque resultó pertinente, ya que permitió la recolección, 

organización y presentación de información detallada y precisa sobre el tema, sin modificar los 

fenómenos estudiados.   

 

Asimismo, se utilizó un enfoque analítico con el propósito de descomponer y comprender 

los elementos que conforman la autonomía y la descentralización administrativa, tal como lo 

plantean Lopera Echavarría, Ramírez Gómez, Zuluaga Aristizábal y Ortiz Vanegas (2010). Este 

método permitió identificar y examinar las distintas dimensiones de estos conceptos, así como sus 

interrelaciones y efectos en la práctica administrativa municipal.   

 

El método inductivo se estableció como la principal herramienta de análisis. A través de este 

enfoque, fue posible partir de hallazgos individuales para estimar correlaciones entre la autonomía 

y la descentralización aplicada al caso de los entes territoriales. El uso de este método facilitó la 

formulación de conclusiones basadas en premisas jurídicas y teóricas sólidas, contribuyendo a la 

generación de conocimiento significativo y aplicable en el ámbito del derecho público y la 

administración municipal (Clavijo Cáceres, Guerra Moreno y Yáñez Meza, 2014).   

 

En cuanto a las fuentes de información, la investigación recurrió a una variedad de recursos, 

desde la legislación nacional hasta la jurisprudencia relevante de la Corte Constitucional sobre los 

temas tratados. Además, se incluyeron estudios que abordaron la autonomía municipal y la 

descentralización administrativa, lo que permitió enriquecer el análisis con diversas perspectivas.   
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Dado el carácter conceptual y normativo del estudio, no se estableció una población 

específica ni se empleó un muestreo determinado, lo que otorgó mayor flexibilidad en la 

recopilación e interpretación de los datos.   

 

Las técnicas e instrumentos utilizados para la recolección de información se centraron en el 

análisis documental y normativo. Esto implicó la revisión crítica de documentos legislativos, 

sentencias judiciales, informes de organismos internacionales y textos académicos especializados 

en derecho administrativo y descentralización. Adicionalmente, se diseñaron guías de análisis 

específicas para abordar distintos aspectos del tema, desde la conceptualización de la autonomía 

municipal hasta la relación entre autonomía y descentralización en el contexto normativo y 

jurisprudencial.   

 

Plan de redacción 

 

La presente investigación se basó en un estudio metódico elaborado en tres distintas secciones, la 

primera examina el alcance de la autonomía en la toma de decisiones de los entes municipales en 

Colombia. La segunda valora el grado de materialización del principio de descentralización 

administrativa en la Constitución de 1991. Finalmente, la tercera analiza el desarrollo 

jurisprudencial de la Corte Constitucional en relación con la autonomía de los entes municipales 

y su interacción con el principio de descentralización administrativa. 

 

CONTENIDO DEL ARTÍCULO  

 

LA AUTONOMÍA DE LOS ENTES MUNICIPALES EN RELACIÓN CON EL 

PRINCIPIO DE DESCENTRALIZACIÓN EN LA CONSTITUCIÓN DE 1991: UNA 

MIRADA A LA LUZ DE LA JURISPRUDENCIA DE LA CORTE CONSTITUCIONAL 

 

Alcance de la autonomía en la toma de decisiones de los entes municipales en Colombia 

 

La autonomía de los entes municipales en Colombia, consagrada en la Constitución de 1991 como 

un pilar del principio de descentralización, representa un desafío jurídico, político y administrativo 

de gran complejidad. Si bien esta autonomía entendida como “Potestad que dentro de un Estado 

tienen municipios, provincias, regiones u otras entidades, para regirse mediante normas y órganos 

de gobierno propios.” (RAE, 2025) busca empoderar a los municipios para que tomen decisiones 

acordes con las necesidades locales, su alcance efectivo se ve limitado por una serie de factores 

estructurales, normativos y prácticos. 

 

La autonomía municipal, según el artículo 1 de la Constitución Política de 1991, se inscribe 

en el modelo de “República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales” 

(Constitución Política de Colombia, 1991), donde los municipios, como entes territoriales, tienen 

la capacidad de autogobernarse dentro de los límites establecidos por la norma superior y las leyes 

complementarias. Este principio, sin embargo, no es absoluto, ya que coexiste con la necesidad de 

garantizar la unidad nacional y la coordinación entre los diferentes niveles de gobierno. La Corte 

Constitucional, en sentencias como la C-545 de 1993, ha subrayado que “La autonomía atribuida 

a los municipios sólo tiene sentido en la medida en que les permita cumplir las tareas que la 

Constitución les ha señalado y que tienen por fin "el mejoramiento social y cultural de sus 
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habitantes".”, es decir que debe entenderse como una potestad relativa, subordinada a intereses 

superiores. 

 

Al examinar esta relación, se observa que existe un delicado equilibrio entre autonomía y 

control. En la ley 1551 de 2012 se reconoce como derecho de los municipios el de gozar de 

autonomía pero a su vez como ha expresado la corte en jurisprudencia 

El principio de Estado Unitario determina que todos los órganos del Estado, 

comprendidos todos los niveles de la administración pública, incluida la territorial, hacen 

parte de la unidad política del Estado[32], lo que implica que las potestades derivadas de la 

soberanía, tales como la política macroeconómica, el acuño de la moneda, el manejo de las 

relaciones internacionales, el ejercicio de la función jurisdiccional y de la función legislativa 

e, incluso el mantenimiento del orden público, son asuntos que pertenecen al Estado, en su 

conjunto, razón por la cual, las entidades territoriales carecen de competencias en estas 

materias y, por lo tanto, su autonomía no es absoluta, sino se encuentra subordinada al 

ejercicio de estas potestades estatales. (Sentencia C-189, 2019) 

. Este pronunciamiento ilustra una tensión estructural: mientras la autonomía busca 

promover la cercanía con las comunidades, las potestades del estado actúan como un freno que 

puede limitar la toma de decisiones independientes. 

 

La corte incluso se ocupó de tratar exclusivamente la correlación entre autonomía y 

descentralización explicando que todo órgano autónomo es también descentralizado, empero no 

todo órgano descentralizado es autónomo. La autonomía de las entidades territoriales hace 

referencia entonces a la libertad que les es otorgada para ejercer las funciones que les son asignadas 

en virtud de la descentralización, de modo que tienen un alto grado de independencia en la 

administración y manejo de sus intereses. (C-1051, 2001) 

 

El principio de descentralización administrativa, consagrado en el artículo 287 de la 

Constitución Política de 1991, tiene como objetivo transferir competencias y recursos desde el 

gobierno central hacia las entidades territoriales, incluidos los municipios, con el fin de fortalecer 

su capacidad para atender las necesidades locales. Sin embargo, como advierte Pulido Acuña 

(2016), tras analizar la autonomía desde diversas perspectivas, aún hoy “deben establecerse 

salvaguardas especiales que protejan el núcleo esencial de la autonomía municipal”. 

 

La Corte Constitucional ha examinado esta relación en numerosos fallos. En la Sentencia C-

316 de 1996, la Corte sostuvo que “la descentralización presupone la existencia de la centralización 

y se concibe como el conjunto de relaciones bilaterales y dinámicas de carácter político, jurídico, 

económico, administrativo o técnico entre el órgano central y sus entidades descentralizadas”. 

 

No obstante, persiste una visión que revela tensiones conceptuales: dentro del marco de la 

descentralización surge la autonomía atribuida a los municipios, entendida como “el derecho cierto 

sobre dichos recursos y rentas”; pero, a su vez, “no existe en favor de las entidades territoriales 

una soberanía tributaria”, dado que “resulta ilegítimo que alguien pueda estar sujeto a exacciones 

diferentes según su lugar de domicilio” (Sentencia C-495 de 1998). Esta dualidad se traduce en 

una limitada recaudación de recursos propios de libre destinación y una marcada dependencia de 

los fondos nacionales, sujetos a asignaciones específicas. Así, mientras la Constitución promueve 

la autonomía, las estructuras financieras y normativas perpetúan una relación de subordinación. 
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Un análisis detallado revela que los municipios enfrentan tres tipos de limitaciones: legales, 

financieras y políticas. Desde el punto de vista legal, el Consejo de Estado, ha insistido en que “la 

introducción del concepto de autonomía de las entidades territoriales dentro de una República 

unitaria puede generar -en el ejercicio concreto del poder público-, una serie de conflictos de 

competencia entre el nivel central y los niveles seccional o local” (C.E. 2494, 2023 ). Sin embargo, 

la ambigüedad en normativas como la Ley 715 de 2001, que regula las transferencias fiscales, 

tampoco brinda lucidez absoluta a n respeto y funcionalidad de la autonomía de cara a la llamada 

sostenibilidad fiscal que bien definió la Corte en sentencia C-322 de 2012 donde explico además 

de que la sostenibilidad respondía a la necesidad de la administración de responder por las 

obligaciones y garantizar la efectividad de los principios y derechos emanados de la constitución. 

 

Financieramente, la dependencia de las transferencias del Sistema General de 

Participaciones (SGP) limita la capacidad de los municipios para tomar decisiones autónomas. El 

Departamento Nacional de Planeación (2002) documentó que en el país ya se han afrontado crisis 

por la falta de recursos en los entes municipales como fue el caso de los 70´s, en años posteriores 

el estado ha seguido actualizando la manera en que suceden las dinámicas entre el gobierno central 

y los entes municipales fruto de ello se puede destacar la ley 2056 de 2020. No obstante, esta 

medida no resolvió completamente el problema, mismo que presenta múltiples aristas que afectan 

la eficiencia y la respuesta a necesidades como menciona Francois Jolly (2005). 

 

Por tanto, el alcance de la autonomía en la toma de decisiones de los entes municipales en 

Colombia es un fenómeno multifacético que combina elementos jurídicos, financieros y políticos, 

todos ellos analizados y delimitados por la jurisprudencia de la Corte Constitucional. Al examinar 

sus componentes (fundamentos constitucionales, relación con la descentralización, obstáculos 

prácticos y precedentes judiciales), se revela un panorama de oportunidades y limitaciones que 

exige una reflexión crítica. La autonomía municipal, aunque reconocida en la norma superior, se 

ve restringida por una estructura centralista, una dependencia financiera crónica y una ambigua 

normativa, aspectos que la Corte ha abordado. 

 

 

Materialización del principio de descentralización administrativa en la Constitución de 1991 

 

La descentralización administrativa en Colombia ha sido un proceso complejo, moldeado por una 

historia de tensiones entre centralismo y autonomía, que encontró en la Constitución de 1991 un 

punto de inflexión significativo. Durante el siglo XIX y gran parte del XX, el país se rigió bajo un 

modelo centralista, cristalizado en la Constitución de 1886 (Estupiñán, 2011), que priorizaba la 

autoridad del poder central y relegaba a las entidades territoriales a un rol subordinado. Este 

esquema, aunque funcional para consolidar la unidad nacional tras las guerras civiles, resultó 

insuficiente para atender las necesidades diversas de un territorio geográficamente fragmentado y 

culturalmente plural. Las reformas de 1936 y especialmente, la de 1968, intentaron introducir 

elementos de descentralización, pero el peso del presidencialismo y la falta de recursos limitaron 

su alcance (Melo, 2017). No fue sino hasta 1991, con la promulgación de una nueva Carta Magna, 

que se buscó transformar esta dinámica, elevando la descentralización y la autonomía territorial a 

principios constitucionales fundamentales. En este contexto, surge la pregunta central: ¿cómo se 

materializa el principio de descentralización administrativa en la Constitución de 1991? 
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El análisis comienza con los cimientos normativos de la descentralización en la Constitución 

de 1991, un texto que marcó un giro hacia un modelo de Estado unitario descentralizado con 

autonomía de sus entidades territoriales. El artículo 1 establece que Colombia es una "República 

unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales", sentando las bases para un 

equilibrio entre la cohesión nacional y la independencia local (Constitución Política de Colombia, 

1991). Este precepto, lejos de ser una mera declaración retórica, se desarrolla en disposiciones 

específicas que distribuyen competencias y recursos. El artículo 286 reconoce como entidades 

territoriales a los departamentos, distritos, municipios y territorios indígenas, otorgándoles un 

estatus jurídico que las dota de personalidad propia. A su vez, el artículo 287 detalla los derechos 

derivados de esta autonomía: gobernarse por autoridades propias, ejercer competencias asignadas, 

administrar recursos, establecer tributos y participar en las rentas nacionales. 

Complementariamente, el artículo 209 subraya que la función administrativa se desarrolla 

"mediante la descentralización, la delegación y la desconcentración de funciones", enfatizando la 

eficiencia y la cercanía como principios rectores (Constitución Política de Colombia, 1991). Por 

su parte, el artículo 311 define al municipio como la "entidad fundamental de la división político-

administrativa", encargado de prestar servicios públicos, promover el desarrollo local y fomentar 

la participación comunitaria, lo que sugiere un intento de empoderar a las autoridades locales como 

agentes primarios de la gestión pública. 

 

Sin embargo, descomponer estos artículos revela una tensión inherente: aunque la 

Constitución apuesta por la descentralización, su implementación queda supeditada a los "límites 

de la Constitución y la ley", una frase que introduce ambigüedad. Rodríguez (2001) argumenta 

que la descentralización territorial implica otorgar competencias a colectividades locales para que 

actúen bajo su responsabilidad, pero esta autonomía no es absoluta, pues está condicionada por la 

supremacía del ordenamiento nacional (Rodríguez, 2001). Brito (2005) coincide al señalar que el 

artículo 1 consagra una descentralización administrativa sin particularizar sus componentes, 

dejando su concreción a la jurisprudencia y la legislación posterior. En contraste, el artículo 288 

introduce principios como coordinación, concurrencia y subsidiariedad para regular las relaciones 

entre la Nación y las entidades territoriales, sugiriendo un modelo colaborativo que busca evitar 

tanto el centralismo excesivo como una autonomía desordenada. Examinar estas disposiciones 

permite identificar una intención clara de descentralizar, pero también una cautela que refleja el 

legado unitario del pasado colombiano, un punto que la Corte Constitucional ha tenido que 

esclarecer repetidamente. 

 

La jurisprudencia de la Corte Constitucional desempeña un rol crucial en la materialización 

de este principio, al delimitar sus alcances y resolver las tensiones entre autonomía y unidad 

nacional. La Sentencia C-517 de 1992 definió la autonomía como un "cierto grado de libertad en 

la toma de decisiones" por parte de las entidades territoriales, aclarando que no equivale a 

soberanía, sino a una capacidad restringida por el marco constitucional (Sentencia C-517, 1992). 

Este fallo inicial estableció un precedente interpretativo que ha guiado decisiones posteriores. Por 

ejemplo, la Sentencia C-1146 de 2001 profundizó en la relación entre descentralización y 

autonomía, afirmando que la primera se refiere al contenido material (competencias y recursos 

asignados) mientras que la segunda actúa como un límite que garantiza la gestión independiente 

de los intereses locales (Sentencia C-1146, 2001). La Corte precisó que el "límite 

mínimo"(Sentencia C-380, 2019) de la autonomía incluye derechos esenciales como el 
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autogobierno y la administración de recursos, constituyendo su "núcleo esencial", un concepto que 

reaparece en múltiples sentencias para proteger a las entidades territoriales de intromisiones 

arbitrarias. 

 

No obstante, este núcleo esencial no está exento de limitaciones. En la Sentencia C-624 de 

2013, la Corte Constitucional caracterizó la descentralización territorial como “una técnica de 

distribución del poder orientada a promover el desarrollo local y la justicia social”, aunque enfatizó 

que las entidades territoriales ejercen sus competencias “bajo un control que garantiza la 

coherencia con los fines superiores del Estado” (Corte Constitucional, Sentencia C-624/2013). 

Dicho control, derivado del principio de unidad nacional, se manifiesta en precedentes como la 

Sentencia C-1055 de 2012, donde se advirtió: 

 

“Se reitera que con lo anterior no se sostiene que la libertad de configuración 

legislativa avale una distribución arbitraria o caprichosa de los dineros de las regalías. Lo 

que se resalta ahora es que ante los elementos definidos por la Constitución, es el legislador 

el que debe determinar asuntos como si las regalías se pagan en especie o en dinero; cuáles 

son los elementos que determinan el valor con el que se calculan las regalías; cual es el 

proceso en que las mismas se comercializan; qué ente es el que asume el riesgo de dicha 

comercialización; entre otros (Sentencia C-1055, 2012)”. 

 

Paradójicamente, mientras este fallo promueve equidad en la distribución de regalías, 

restringe la autonomía de las entidades productoras, un enfoque que ha suscitado debate doctrinal. 

En contraste, la Sentencia C-702 de 1999 validó la Ley 489 de 1998, al considerar que el proceso 

descentralizador “debe ajustarse a la capacidad institucional de los municipios” (Corte 

Constitucional, Sentencia C-702/1999), lo que implica un reconocimiento condicionado y gradual 

de su autonomía.  

 

Contrastar estas evidencias jurisprudenciales con el texto constitucional pone de manifiesto 

que la materialización de la descentralización depende en gran medida de la interpretación judicial. 

La Sentencia C-346 de 1997, por ejemplo, afirmó que las entidades territoriales poseen 

competencias propias dentro de un ordenamiento superior, lo que implica que su autonomía no es 

un poder soberano, sino un espacio delimitado por la ley (Sentencia C-346, 1997). Esta visión se 

refuerza en la Sentencia SU-095 de 2018, donde se describe la autonomía como un "grado de 

independencia" ejercido mediante el autogobierno y la administración local, siempre sujeta a 

parámetros legales (Sentencia SU-095/18). Sin embargo, la ambigüedad del artículo 311, que 

asigna al municipio funciones amplias pero supeditadas a lo que "determine la ley", refleja una 

tensión no resuelta. Younes (2012) sostiene que esta fórmula convierte a las entidades territoriales 

en administradores subordinados más que en actores autónomos, un argumento que encuentra eco 

en la práctica (Younes, 2012, p. 68). Así, aunque la Corte ha fortalecido la descentralización, su 

insistencia en el control central limita el alcance transformador del principio. 

 

Pasando a los desafíos en la materialización de la descentralización administrativa, resulta 

evidente que las buenas intenciones de 1991 han enfrentado obstáculos estructurales y 

coyunturales. Uno de los principales es la dependencia fiscal de las entidades territoriales, 

particularmente en municipios con recursos endógenos limitados. La Ley 617 de 2000, que regula 

los gastos de funcionamiento, exige que estos se financien con ingresos corrientes de libre 



10 
 

destinación, pero la realidad muestra que muchos entes dependen de transferencias nacionales, 

como el Sistema General de Participaciones regulado por la Ley 715 de 2001 (Ley 617, 2000) (Ley 

715, 2001). Esta situación, analizada por Contreras Illera (2021), evidencia que la autonomía 

fiscal, aunque reconocida, se ve restringida por la falta de capacidad económica local, perpetuando 

un vínculo de subordinación al centro (Contreras Illera, 2021, p. 15). Además, el Acto Legislativo 

5 de 2011, que reformó el régimen de regalías, redistribuyó estos recursos bajo el argumento de la 

equidad, pero redujo significativamente los ingresos de los entes productores, centralizando 

decisiones en órganos como los órganos colegiados de administración y decisión (OCAD), donde 

el Gobierno nacional tiene un peso decisivo (Acto Legislativo 05, 2011). La Sentencia C-968 de 

2012 reflejó esta polémica, con demandantes argumentando que se trataba de una 

"recentralización" de funciones, aunque la Corte se inhibió de fallar de fondo por razones técnicas 

(Sentencia C-968, 2012). 

 

Otro desafío significativo es la corrupción, que socava los fines de la descentralización. 

Aunque la Constitución y leyes como la 136 de 1994 promueven la participación comunitaria para 

garantizar transparencia, la realidad, según Vásquez (2016), es que la falta de controles efectivos 

ha permitido el mal manejo de recursos, especialmente en regiones periféricas (Vásquez, 2016). 

Este problema se agrava en contextos de violencia, donde grupos armados limitan la capacidad de 

los gobiernos locales para ejercer sus funciones, un fenómeno que frustra los objetivos 

descentralizadores. Examinar estas dificultades sugiere que la descentralización, aunque 

bienintencionada, enfrenta barreras que trascienden el marco normativo, vinculadas a 

desigualdades históricas y dinámicas políticas que favorecen al Ejecutivo. La Ley 1454 de 2011, 

conocida como la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial, intentó abordar estas cuestiones al 

reforzar principios como la sostenibilidad y la participación, pero su implementación ha sido 

retraída. 

 

Reflexionar sobre estas limitaciones lleva a considerar hasta qué punto la descentralización 

de 1991 ha sido más un ideal que una realidad tangible. La Constitución estableció un marco 

ambicioso, pero su materialización depende de factores que el texto no puede controlar: la voluntad 

política, la capacidad institucional y la cohesión social. Personalmente, parece evidente que la 

insistencia en la unidad nacional, aunque legítima para evitar la fragmentación, ha generado un 

sesgo centralista que la Corte Constitucional, pese a sus esfuerzos, no ha logrado contrarrestar del 

todo. Este enfoque, bienintencionado en su origen, parece ignorar que la verdadera 

descentralización requiere no solo transferir competencias, sino también recursos y poder real de 

decisión. La paradoja radica en que, mientras se celebra la elección popular de alcaldes como un 

triunfo de la autonomía política (Sentencia C-624,13), la autonomía fiscal y administrativa sigue 

limitada por leyes como la 617 de 2000, que imponen restricciones financieras difíciles de cumplir 

en regiones pobres (Ley 617, 2000). Contreras Illera (2021) advierte que esta "autonomía 

amenazada" refleja un avance a medias, un diagnóstico que comparto al observar cómo las 

entidades territoriales, pese a sus derechos constitucionales, siguen dependiendo del centro para 

funciones esenciales (Contreras Illera, 2021). 

 

Evaluar el impacto de estas limitaciones invita a contrastar las expectativas de 1991 con los 

resultados actuales. La descentralización ha permitido avances innegables, como la modernización 

de algunos municipios y una mayor participación ciudadana, tal como lo destaca la Ley 11 de 1986 

al fortalecer las juntas administradoras locales (Ley 11, 1986). Sin embargo, la persistencia de 
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desigualdades regionales y la centralización de recursos clave, como las regalías, sugieren que el 

principio no ha alcanzado su potencial transformador. En este sentido, la Corte Constitucional ha 

jugado un doble papel: por un lado, ha protegido la autonomía al enfatizar su núcleo esencial; por 

otro, ha legitimado restricciones que refuerzan el presidencialismo, como en la Sentencia C-1055 

de 2012 (Sentencia C-1055, 2012). Este equilibrio precario refleja una lucha no resuelta entre el 

legado de 1886 y las aspiraciones de 1991, un dilema que Escobar Moncada (1999) podría atribuir 

a la dificultad de desmantelar estructuras centralistas arraigadas. 

 

Llegar a conclusiones sobre cómo se materializa el principio de descentralización 

administrativa en la Constitución de 1991 implica sintetizar los hallazgos de este examen. El texto 

constitucional estableció un marco robusto que reconoce la autonomía de las entidades territoriales 

como un pilar del Estado unitario descentralizado, otorgándoles derechos específicos y 

promoviendo un modelo de gestión más cercano a las necesidades locales. La jurisprudencia de la 

Corte Constitucional ha sido fundamental para precisar sus contornos, defendiendo un núcleo 

esencial de autonomía mientras armoniza este principio con la unidad nacional. Sin embargo, los 

desafíos prácticos como lo son la dependencia fiscal, corrupción, violencia y una legislación que 

a menudo restringe más que empodera, han impedido que la descentralización se traduzca 

plenamente en una administración autónoma y eficaz. La Ley 1454 de 2011 y fallos como la 

Sentencia C-624 de 2013 muestran un compromiso con el desarrollo local, pero la realidad 

evidencia que el poder sigue concentrándose en el centro lo que en parte contradice el espíritu 

original de 1991. 

 

En última instancia, materializar la descentralización administrativa de 1991 no solo implica 

cumplir la letra de la Constitución, sino transformar las estructuras de poder que, más de tres 

décadas después, siguen ancladas en un pasado centralista. Solo así se podrá responder 

afirmativamente a la pregunta inicial, superando las limitaciones que hoy mantienen este principio 

en un estado de promesa parcialmente cumplida. 

 

Desarrollo jurisprudencial de la Corte Constitucional en relación con el principio de 

autonomía de los entes municipales frente al principio de descentralización administrativa. 

 

La Constitución Política de 1991 marcó un hito en la reconfiguración del Estado colombiano. Este 

diseño, que buscaba romper con el centralismo histórico de la Constitución de 1886, situó a los 

municipios como actores fundamentales en la gestión de sus intereses, dotándolos de un grado de 

autonomía administrativa, política y fiscal. No obstante, la tensión entre el principio de autonomía 

municipal y la descentralización administrativa ha generado un rico debate jurisprudencial, al 

respecto es importante rescatar la pregunta rectora ¿cuál ha sido el desarrollo jurisprudencial de la 

Corte Constitucional colombiana sobre el principio de autonomía municipal frente a la 

descentralización administrativa? 

 

La Constitución de 1991 introdujo cambios que por la forma en que se compuso la asamblea 

nacional constituyente reflejo problemas subyacentes de la sociedad Colombiana de la época 

donde según Uprimny (2007)  se evidencio “La exclusión, la falta de participación y la debilidad 

en la protección de los derechos humanos”, lo que en ultimas se derivó a la promoción de la 

descentralización como un mecanismo para acercar el poder a las comunidades locales. El artículo 

1° establece que Colombia es una "República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus 



12 
 

entidades territoriales", mientras que el artículo 287 detalla que estas entidades tienen derecho a 

gobernarse por autoridades propias, ejercer competencias asignadas, administrar recursos y 

participar en las rentas nacionales. En este contexto, los municipios emergen como la unidad básica 

del ordenamiento territorial, con un rol protagónico en la gestión de sus intereses. 

 

La descentralización administrativa, por su parte, implica el traslado de funciones y 

competencias del nivel central a las entidades territoriales, bajo principios de coordinación, 

concurrencia y subsidiariedad (Constitución Política, 1991, art. 288). Sin embargo, esta 

descentralización no equivale a una autonomía absoluta, pues los municipios operan dentro de los 

límites impuestos por la Constitución y la ley. Esta dualidad de autonomía relativa frente a un 

Estado unitario ha sido el núcleo de los debates jurisprudenciales, donde la Corte Constitucional 

ha actuado como árbitro entre los intereses locales y nacionales. 

 

Desde su creación en 1992, la Corte Constitucional asumió la tarea de interpretar el alcance 

de la autonomía municipal. En la Sentencia C-517/1992 (Sentencia C-517, 1992), la Corte definió 

la autonomía como "un cierto grado de libertad en la toma de decisiones" por parte de las entidades 

territoriales, permitiéndoles administrar sus intereses con independencia, pero siempre dentro del 

marco constitucional y legal. Esta sentencia, pionera en el tema, enfatizó que la autonomía no es 

un fin en sí misma, sino un medio para garantizar la eficiencia administrativa y la cercanía con las 

comunidades. 

 

Paradójicamente, esta definición inicial, aunque progresista, dejó abierta la puerta a 

interpretaciones restrictivas. Por ejemplo, en la Sentencia C-497A/1994 (Sentencia C-497A, 

1994), la Corte reiteró que la autonomía municipal está subordinada al principio de unidad 

nacional, subrayando que los municipios no pueden regular asuntos de interés general, como los 

servicios públicos notariales, que corresponden al legislador nacional. Esta postura refleja una 

visión cautelosa, donde la descentralización se concibe como un proceso gradual, sujeto a las 

capacidades administrativas y financieras de los municipios. 

 

Uno de los ámbitos donde la autonomía municipal ha enfrentado mayores desafíos es el 

fiscal. La Sentencia C-1051/2001 (Sentencia C-1051, 2001) marcó un hito al precisar que la 

autonomía implica la capacidad de los municipios para gestionar recursos propios, pero siempre 

respetando los principios de coordinación y concurrencia con el nivel central. En este fallo, la 

Corte analizó la distribución de competencias en el manejo del suelo, declarando que los 

municipios tienen una facultad reglamentaria primaria, pero no absoluta, ya que deben alinearse 

con las políticas nacionales, esta sentencia fue el reflejo de avances en la protección de autonomía 

en su momento pero a su vez la misma decisión también revela las limitaciones impuestas por el 

principio de Estado unitario, ya que la Corte insistió en que las decisiones locales no pueden 

contradecir el interés general. Esta dualidad ha sido criticada por autores como Erazo (2004), quien 

sostiene que la autonomía fiscal de los municipios sigue siendo una "promesa inconclusa" debido 

a la dependencia de transferencias nacionales y a la falta de capacidad institucional en muchas 

localidades. 

 

La autonomía municipal ha sido puesta a prueba en contextos de crisis fiscal, donde la Corte 

ha debido balancear el principio de descentralización con la sostenibilidad financiera del Estado. 

En la Sentencia C-1112/2001 (Sentencia C-1112, 2001), la Corte examinó normas que imponían 
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restricciones a los municipios para garantizar su sostenibilidad fiscal, concluyendo que dichas 

medidas eran constitucionales porque buscaban proteger el proceso de descentralización a largo 

plazo. La Corte argumentó que la autonomía no puede ser un pretexto para la irresponsabilidad 

fiscal, lo que implica que los municipios deben operar dentro de un marco de corresponsabilidad 

con la Nación. 

 

No obstante, esta decisión ha sido objeto de críticas. Uprimny (2001) señala que, aunque la 

Corte protege formalmente la autonomía, en la práctica prioriza los intereses del poder central, 

limitando la capacidad de los municipios para innovar en la gestión de sus recursos. Un ejemplo 

de esta tensión se observa en municipios pequeños de baja categoría, donde la falta de recursos 

propios y la dependencia de transferencias nacionales evidencian una autonomía más teórica que 

real. 

 

Un giro significativo en la jurisprudencia de la Corte se dio con el reconocimiento de la 

participación ciudadana como un componente esencial de la autonomía municipal. En la Sentencia 

C-180/1994 (Sentencia C-180, 1994), la Corte definió la democracia participativa como un pilar 

del modelo descentralizado, permitiendo a las comunidades locales intervenir directamente en 

decisiones clave. Este enfoque se consolidó en la Sentencia C-053/2019 (Corte Constitucional de 

Colombia, 2019), donde la Corte avaló las consultas populares como un mecanismo legítimo para 

que los municipios decidan sobre proyectos mineros en sus territorios, siempre que respeten las 

competencias nacionales. 

 

Contreras Illera (2021) destaca que esta línea jurisprudencial fortalece la autonomía 

municipal al empoderar a las comunidades, pero también genera tensiones con el principio de 

Estado unitario, especialmente en sectores estratégicos como la minería. La Sentencia C-123/2014 

(Sentencia C-123, 2014) intentó resolver esta tensión al establecer que la concertación entre la 

Nación y los municipios es obligatoria en proyectos de explotación de recursos naturales, buscando 

un equilibrio entre autonomía local y prioridades nacionales. Sin embargo, la implementación de 

esta concertación ha sido inconsistente, como lo demuestran casos donde las consultas populares 

han chocado con intereses económicos nacionales. 

 

A lo largo de su jurisprudencia, la Corte ha insistido en que la autonomía municipal no es 

ilimitada. En la Sentencia C-244/2001 (Sentencia C-244, 2001), la Corte diferenció claramente 

entre descentralización y autonomía: mientras la primera es una técnica administrativa para 

transferir funciones, la segunda implica un poder político de las comunidades locales para dirigir 

sus intereses. Esta distinción, aunque teóricamente clara, ha generado dificultades prácticas, ya 

que los municipios a menudo carecen de los recursos o la capacidad institucional para ejercer 

plenamente sus competencias. 

 

Guerrero y otros  (2021) argumentan en el contexto de las consultas populares y la 

explotación de recursos el enfoque que a criterio de la corte debe tenerse es a partir del estado 

unitario y ello articularse con las normativas legales en materia del POT, criterio que parece 

adoptar un enfoque pragmático que, aunque protege la autonomía en el discurso, la subordina a las 

necesidades del Estado unitario en la práctica. Por ejemplo, en la Sentencia C-035/2016 (Sentencia 

C-035, 2016), la Corte reiteró la necesidad de concertación en proyectos mineros, pero mantuvo 

la primacía de las competencias nacionales sobre los recursos del subsuelo.  
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El desarrollo jurisprudencial de la Corte Constitucional sobre la autonomía municipal revela 

un esfuerzo por equilibrar los principios de descentralización y unidad nacional, en un contexto 

marcado por tensiones estructurales y prácticas. Desde las primeras sentencias, como la C-

517/1992, la Corte ha reconocido la autonomía como un derecho relativo, vinculado a la gestión 

de intereses propios, pero siempre condicionado por el marco constitucional y legal. En ámbitos 

como la gestión fiscal y la participación ciudadana, la Corte ha avanzado en la protección de la 

autonomía, pero ha mantenido un enfoque cauteloso que prioriza la cohesión del Estado unitario. 

 

No obstante, persisten desafíos significativos. La dependencia fiscal de muchos municipios, 

la falta de capacidad institucional y las tensiones con el poder central evidencian que la autonomía 

municipal es, en muchos casos, más un ideal que una realidad. La Corte, aunque ha jugado un rol 

crucial en la definición de este principio, no ha abordado de manera suficiente las desigualdades 

territoriales que limitan su implementación. En la segunda parte de este ensayo, se profundizará 

en casos recientes y en las perspectivas futuras para consolidar una autonomía municipal efectiva, 

en línea con los objetivos transformadores de la Constitución de 1991. 

 

 

 

CONCLUSIONES 

 

El presente estudio ha desentrañado la compleja relación entre la autonomía de los entes 

municipales y el principio de descentralización administrativa en Colombia, bajo la lupa de la 

Constitución de 1991 y la jurisprudencia de la Corte Constitucional. A lo largo del análisis, se ha 

constatado que la autonomía municipal, aunque consagrada como un pilar del ordenamiento 

jurídico, opera en un marco paradójico donde las restricciones legales, financieras y políticas 

socavan su realización práctica. Un hallazgo central es la tensión persistente entre esta autonomía 

y el principio de Estado unitario, reflejada en fallos judiciales que, si bien buscan equilibrar ambos 

conceptos, tienden a privilegiar la cohesión nacional sobre el empoderamiento local. Sin embargo, 

esta investigación aporta una perspectiva novedosa al evidenciar que el entendimiento tradicional 

de la autonomía como un concepto estático y uniforme resulta insuficiente frente a la diversidad 

de capacidades y necesidades de los municipios colombianos, perpetuando un enfoque homogéneo 

que reprime la innovación local y agrava las disparidades regionales. 

A partir de este diagnóstico, se propone un cambio de paradigma hacia un modelo dinámico 

y adaptativo de autonomía que reconfigure el "núcleo esencial" del autogobierno municipal. Más 

allá de limitarlo a funciones administrativas y fiscales básicas, como ha solido hacer la Corte en 

casos como la Sentencia C-517/1992 o la Sentencia C-1051/2001, este núcleo debería evolucionar 

para abarcar una capacidad más amplia de experimentación en políticas públicas y gestión de 

recursos, ajustada a las realidades locales. Esta redefinición desafía el statu quo al plantear que la 

autonomía no debe ser solo un poder delegado, sino una herramienta proactiva para que los 

municipios aborden sus desafíos socioeconómicos específicos, siempre dentro de los principios 

constitucionales. Por ejemplo, se podría reconocer explícitamente el derecho a diseñar estrategias 

fiscales y mecanismos participativos contextualizados, corrigiendo la aplicación inconsistente del 

"núcleo esencial" observada en la jurisprudencia. 
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El análisis también pone de manifiesto que el marco actual de descentralización, pese a su 

ambición, se ve obstaculizado por barreras prácticas como la dependencia fiscal, la interferencia 

del gobierno central y la ambigüedad regulatoria. Aunque la Corte ha intentado mediar entre 

autonomía y unidad nacional, como en la Sentencia C-624/2013, sus decisiones a menudo 

refuerzan un sesgo centralista que limita la agencia municipal. Para superar esto, se recomienda la 

creación de un "índice de descentralización" adaptado al contexto colombiano, que evalúe la 

capacidad institucional, los recursos económicos y el desempeño de cada municipio. Este índice 

permitiría una transferencia gradual de competencias, empoderando a los municipios más capaces 

con mayor autonomía mientras se apoya a los más débiles con fortalecimiento institucional, en 

contraste con el enfoque uniforme de leyes como la Ley 715/2001. Esta propuesta busca una 

descentralización más equitativa y efectiva, constituyendo un aporte innovador a las políticas 

públicas en la materia. 

Otro elemento transformador de esta investigación radica en reposicionar la participación 

ciudadana como eje de la autonomía municipal. Si bien la Corte ha avalado su importancia en 

fallos como la Sentencia C-053/2019, su impacto práctico sigue siendo limitado por marcos legales 

insuficientes. Se propone, entonces, la formulación de una ley estatutaria que regule y amplíe 

herramientas participativas—como consultas populares y presupuestos comunitarios—a nivel 

municipal, garantizando procesos transparentes y protegiendo las decisiones locales de 

intervenciones nacionales arbitrarias. Esta medida no solo responde al espíritu democrático de 

1991, sino que también aborda las brechas de rendición de cuentas señaladas por autores como 

Francois Jolly (2005), fortaleciendo la legitimidad de la autonomía desde la base social. 

En síntesis, esta investigación sostiene que el proyecto de descentralización de Colombia, 

aunque ambicioso, permanece como una promesa inacabada. La Corte Constitucional ha 

delimitado los contornos de la autonomía, pero su enfoque cauteloso ha restringido el potencial 

transformador de 1991. Mediante la redefinición del "núcleo esencial", la propuesta de un índice 

de descentralización, el fortalecimiento de marcos participativos y soluciones tecnológicas para la 

transparencia, este trabajo traza una hoja de ruta para cerrar la brecha entre la teoría constitucional 

y la realidad administrativa. Estas recomendaciones buscan empoderar a los municipios como 

verdaderos agentes de desarrollo local, asegurando que la descentralización trascienda la retórica 

para generar mejoras concretas en la gobernanza y el bienestar ciudadano. En última instancia, 

este estudio enriquece el derecho administrativo al cuestionar supuestos convencionales y ofrecer 

un plan prospectivo para un modelo de descentralización más adaptativo, inclusivo y eficaz en 

Colombia. 
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